Luz Dary Londoño Isaza Vs Colpensiones Rad. 66001-31-05-002-2017-00020-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 22 de enero de 2020

Radicación Nro:
66001-31-05-002-2017-00020-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Luz Dary Londoño Isaza  

Demandado:

Colpensiones 

Juzgado de origen:
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE JUBILACIÓN POR APORTES / LEY 71 DE 1988 / RÉGIMEN DE TRANSICIÓN /  REQUISITOS / ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005 / 750 SEMANAS DE COTIZACIÓN Y/O TIEMPO DE SERVICIOS AL 29 DE JULIO DE 2005 / IMPROCEDENCIA DE CONTABILIZAR DOBLEMENTE PERIODOS DE COTIZACIÓN O TIEMPOS DE SERVICIO.
Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso… como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005…
Con el objeto de definir si la accionante cumple con las exigencias del referenciado Acto Legislativo, corresponde estudiar la historia laboral allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones y actualizada a 16 de noviembre de 2017…, el certificado de información laboral emitido el 14 de junio de 2019 por el Municipio de Belalcázar…, la constancia emitida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Belalcázar… y la certificación expedida por la Jefe de Archivo del Municipio de Belalcázar…
Al verificar nuevamente los documentos relacionados precedentemente, se concluye que para el 31 de julio de 2010, fecha en que finalizó para ella el régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, acreditaba un total de 965.69 semanas de aportes en los sectores público y privado, que equivalen a 18.78 años que impiden que se le reconozca la pensión de jubilación por aportes prevista en la Ley 71 de 1988.

Es que el error que llevó a la a quo a determinar que la accionante tenía servicios y cotizaciones superiores a 750 semanas a 29 de julio de 2005, radicó en que contabilizó doblemente los periodos debidamente cotizados por el Municipio de Belalcázar al régimen de prima media con prestación definida que también se encontraban relacionados en la certificación laboral emitida por esa entidad, lo que derivó en que se distorsionara la realidad laboral de la accionante.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, veintidós de enero de dos mil veinte, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 5 de julio de 2019, dentro del proceso que promueve la señora LUZ DARY LONDOÑO ISAZA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, al cual fue vinculado el MUNICIPIO DE BELALCAZAR y cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2017-00020-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora Luz Dary Londoño Isaza que la justicia laboral declare que es beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple con los requisitos previstos en la Ley 71 de 1988. Con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de jubilación por aportes desde el 31 de diciembre de 2010, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que nació el 10 de mayo de 1949, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con más de 35 años de edad; prestó sus servicios personales en el sector público a favor del Municipio de Belalcázar entre el mes de enero de 1983 y el mes de marzo de 1996, indicando que existen algunos periodos que no se encuentran debidamente reportados en la historia laboral emitida por Colpensiones; también prestó sus servicios de manera interrumpida en el sector privado entre los años 1971 y 2014; sumando todo el tiempo de servicios en ambos sectores, cuenta con un total de 1207 semanas en toda su vida laboral; el 28 de julio de 2009 elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez ante la Administradora Colombiana de Pensiones, la cual fue negada por medio de la resolución Nº 8539 de 30 de noviembre de 2009, confirmada en la resolución Nº 689 de 23 de junio de 2010; el 16 de noviembre de 2016 solicitó un nuevo estudio de su caso, que fue resuelto desfavorablemente en la resolución Nº GNR376829 de 9 de diciembre de 2016.
Al contestar la demanda -fls.45 a 50- la Administradora Colombiana de Pensiones se opuso a las pretensiones argumentando que la accionante no cuenta con el tiempo de servicios exigido para que se le reconozca la pensión de vejez que reclama. Formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “Buena fe”, “Imposibilidad jurídica para cumplir con las obligaciones pretendidas” “Innominada” y “Prescripción”.

Por su parte, el Municipio de Belalcázar al responder el libelo introductorio -fls.117 a 120- expresó que no era cierto que la accionante haya prestado sus servicios ininterrumpidamente entre enero de 1983 y marzo de 1996, sino que lo hizo en dos ciclos, primero entre el 8 de enero de 1983 y el 30 de noviembre de 1987 y posteriormente entre el 11 de noviembre de 1991 y el 4 de enero de 1996. No se opuso a las pretensiones manifestando que ninguna iba dirigida en su contra. Planteó las excepciones de fondo de “Falta de legitimación pasiva”, “Cumplimiento de las obligaciones a cargo del Municipio”.

En sentencia de 5 de julio de 2019, la funcionaria de primer grado determinó que la señora Luz Dary Londoño Isaza prestó sus servicios a favor del Municipio de Belalcázar entre el 9 de enero de 1983 y el 9 de febrero de 1988 y posteriormente entre el 19 de abril de 1991 y el 30 de enero de 1996, según las pruebas allegadas por el propio ente territorial, que al contrastarlas con la historia laboral allegada por Colpensiones, la llevó a concluir que ese ente incurrió en mora patronal. A continuación y después de dejar sentado que la accionante es beneficiaria del régimen de transición hasta el año 2014 por cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y el Acto Legislativo 01 de 2005, declaró que la señora Londoño Isaza cumplió con los requisitos previstos en la Ley 71 de 1988, por lo que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de jubilación por aportes a partir del 12 de noviembre de 2016 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente, por 13 mesadas anuales, teniendo derecho a un retroactivo pensional del orden de $26.530.725 hasta el 30 de junio de 2019. Negó los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, por no ser procedentes frente a las pensiones otorgadas con base en la Ley 71 de 1988.
Condenó al Municipio de Belalcázar a concurrir con su cuota parte en la pensión de jubilación por aportes de la accionante e igualmente a cancelar los periodos en mora al régimen de prima media con prestación definida.

Inconformes con la decisión, la parte actora y el ente territorial vinculado interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos: 

El apoderado judicial de la señora Luz Dary Londoño Isaza expresó que la prestación económica no debe reconocerse desde la fecha en que la fijó la falladora de primera instancia, sino a partir del 31 de diciembre de 2014 cuando se hizo la última cotización al sistema general de pensiones.
Por su parte la apoderada judicial del Municipio de Belalcázar indicó que la entidad cumplió con sus obligaciones respecto a las cotizaciones que debía realizar respecto de la señora Luz Dary Londoño Isaza, por lo que no existe mora en el pago de los aportes al sistema general de pensiones. Seguidamente expresó que no es el ente territorial el llamado a concurrir en la cuota parte de la pensión de jubilación por aportes de la actora, pues esa obligación recae en cabeza del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:

¿Es la señora Luz Dary Londoño Isaza beneficiaria del régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la ley 100 de 1993?

¿Tiene derecho la demandante a la pensión de jubilación por aportes que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante es del caso analizar el siguiente aspecto jurídico:

RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005.

Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales cobija la anterior normatividad hasta el año 2014.

EL CASO CONCRETO

Antes de resolver los temas objeto de estudio, es pertinente señalar que al expediente fueron remitidas copias del proceso ordinario laboral de primera instancia adelantado por la aquí accionante en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones, el cual le correspondía dirimir al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta capital y que fue conocido en segunda instancia por ésta Sala de Decisión -fls.62 a 75-, y si bien podría pensarse que se ha configurado la excepción de cosa juzgada, lo cierto es que al revisar el proceso primigenio con el que aquí se adelanta, no se evidencia que se configuren los requisitos previstos en el artículo 303 del CGP, pues a pesar de que el objeto de ambos es el reconocimiento de la pensión de vejez, la verdad es que no existe identidad de partes, por cuanto en aquel proceso no estuvo presente el ente territorial al cual se le enrostra el desconocimiento de unos periodos de servicios y de cotización que, según la parte actora, no le han sido contabilizados adecuadamente por la administradora pensional a efectos de reconocerle la prestación económica pretendida, situación que genera que se ventilen otros aspectos jurídicos que no fueron contemplados en el proceso adelantado ante el referenciado despacho judicial y que no dan pie a que se configure la citada excepción.
Aclarado lo anterior, se tiene que de acuerdo con la copia de la cédula de ciudadanía -fl.9- la señora Luz Dary Londoño Isaza nació el 10 de mayo de 1949, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 44 años de edad, lo que la convierte beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 hasta el 31 de julio de 2010, lo que implica que, para poder continuar disfrutando de ese régimen pensional hasta el 31 de diciembre de 2014, debe acreditar que a 29 de julio de 2005 (fecha en que empezó a regir el Acto Legislativo 01 de 2005) tenía servicios prestados o cotizados correspondientes a 750 semanas.

Con el objeto de definir si la accionante cumple con las exigencias del referenciado Acto Legislativo, corresponde estudiar la historia laboral allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones y actualizada a 16 de noviembre de 2017 -fls.78 a 80-, el certificado de información laboral emitido el 14 de junio de 2019 por el Municipio de Belalcázar -fl.146-, la constancia emitida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Belalcázar -fl.175- y la certificación expedida por la Jefe de Archivo del Municipio de Belalcázar -fl.176-.
Lo primero que debe advertirse es que en el certificado de información laboral emitido por el Municipio de Belalcázar el 14 de junio de 2019 -fl.146-, el ente territorial indica que la señora Luz Dary Londoño Isaza prestó sus servicios en esa territorialidad en dos periodos, el primero entre el 8 de enero de 1983 y el 9 de febrero de 1988 y el segundo entre el 19 de abril de 1991 y el 31 de enero de 1996, sin embargo, al contrastar esa información con la suministrada por la Jefe de Archivo del Municipio -fl.176-, se observa que el segundo periodo de servicios de la accionante no inició el 19 de abril de 1991, sino el 11 de enero de esa anualidad cuando se posesionó como secretaria del colegió oficial integrado Cristo Rey, lo que implica que para efectos de la contabilización de los tiempos exigidos, se deba tener en cuenta también el periodo comprendido entre el 11 de enero y el 18 de abril de 1991.
Como los tiempos de servicios no pueden contabilizarse doblemente, es oportuno señalar que de los tiempos relacionados anteriormente en la historia laboral allegada por Colpensiones -fls.78 a 80- se encuentran cotizados los periodos comprendidos entre el 1º de junio de 1987 al 9 de febrero de 1988 y entre el 19 de abril de 1991 y el 11 de julio de 1995, lo que impide, como ya se advirtió, que se sumen sin distinción alguna los periodos reportados en todos esos documentos, pues ello alteraría la realidad laboral de la accionante.
Igualmente, es del caso expresar que los periodos certificados por el Juzgado Promiscuo Municipal de Belalcázar -fl.175- que corresponden en total a 18.84 semanas de servicios y que no aparecen reportadas en la historia laboral, también han de tenerse en cuenta para la determinar si la accionante cumple con las exigencias legales relatadas previamente. 
En ese contexto, al verificar la información inmersa en cada uno de esos documentos y teniendo en cuenta las explicaciones dadas anteriormente, se tiene que para el 29 de julio de 2005, fecha en que entró en vigencia el Acto Legislativo 01 de 2005, la señora Luz Dary Londoño Isaza registra un total de 735.71 semanas de servicios y cotizaciones que no resultan suficientes para que se beneficie del régimen de transición más allá del 31 de julio de 2010, lo que implica que, para que se le pueda reconocer la pensión de jubilación por aportes prevista en la Ley 71 de 1988, deberá demostrar que los 20 años de aportes los completó a más tardar en esa calenda, dado que el requisito de edad lo cumplió el 10 de mayo del año 2004 cuando arribó a los 55 años de edad.
Al verificar nuevamente los documentos relacionados precedentemente, se concluye que para el 31 de julio de 2010, fecha en que finalizó para ella el régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, acreditaba un total de 965.69 semanas de aportes en los sectores público y privado, que equivalen a 18.78 años que impiden que se le reconozca la pensión de jubilación por aportes prevista en la Ley 71 de 1988.
Es que el error que llevó a la a quo a determinar que la accionante tenía servicios y cotizaciones superiores a 750 semanas a 29 de julio de 2005, radicó en que contabilizó doblemente los periodos debidamente cotizados por el Municipio de Belalcázar al régimen de prima media con prestación definida que también se encontraban relacionados en la certificación laboral emitida por esa entidad, lo que derivó en que se distorsionara la realidad laboral de la accionante.

En esas circunstancias, lo único que queda es verificar si la señora Londoño Isaza cumple con los requisitos previstos en la Ley 797 de 2003 para acceder a la pensión de vejez y teniendo en cuenta que la última cotización al Sistema General de Pensiones la hizo el 31 de enero de 2014, le correspondía acreditar para ese momento por lo menos 1275 semanas de cotización y servicios, pero de acuerdo con la historia laboral allegada por Colpensiones y las certificaciones emitidas por el Municipio de Belalcázar y por el Juzgado Promiscuo Municipal de Belalcázar, en toda su vida laboral alcanza un total de 1141,41 semanas que se tornan insuficientes para que se le reconozca el derecho pretendido.

En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, para en su lugar negar la totalidad de las pretensiones de la demanda.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 5 de julio de 2019, para en su lugar NEGAR la totalidad de las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrada
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